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Cádiz, 30 de agosto de 2006.- El Delegado (Por Decreto 2/1985, de 5.2), el Secretario General, Manuel de Castro Fernández.

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

ORDEN de 23 de agosto de 2006, por la que
se declaran desistidas de su petición a las entidades
y asociaciones indicadas en el Anexo de la presente
Orden, al no haber subsanado de la forma expresada
en la Orden que se cita.

Vista la Orden de 1 de abril de 2005 (BOJA núm. 80,
de 26 de abril 2005), por la que se establecen las bases
reguladoras y el procedimiento para la concesión de subven-
ciones en materia de educación ambiental y Orden de 28
de diciembre de 2005, por la que se efectúa su convocatoria
para el año 2006.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Por Resolución de 28 de abril de 2006 (BOJA
núm. 93, de 18 de mayo de 2006), de la Dirección General
de Educación Ambiental y Sostenibilidad, se dispone la publi-
cación del trámite de subsanación de la documentación pre-
sentada por las entidades y asociaciones solicitantes de las
subvenciones en materia de educación ambiental, y convo-
cadas por la Orden de 28 de diciembre de 2005.

Segundo. Comprobada y examinada la documentación
aportada por las diferentes entidades, se observa que las soli-
citudes correspondientes que se reflejan en el Anexo a la pre-
sente Orden no se han subsanado de la manera que dispone
la Orden por la que se establecen las bases reguladoras y
el procedimiento para la concesión de subvenciones en materia
de educación ambiental.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. El artículo 5.5 de la Orden de 1 de abril de
2005 establece que si la solicitud de subvención no reúne

los requisitos exigidos por estas bases reguladoras, o no se
acompañase de los documentos preceptivos exigidos por las
mismas, se requerirá al interesado para que en el plazo de
diez días subsane la falta o acompañe dichos documentos
con la indicación de que, si así no lo hiciere, se le tendrá
por desistido de su petición, previa resolución que será dictada
de forma expresa en los términos previstos en el artículo 42.1
de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
mediante su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Segundo. El artículo 71.1 de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, establece que la solicitud que no sub-
sanara la falta o se acompañara de los documentos preceptivos
se le tendrá por desistido de su petición, previa Resolución
que deberá ser dictada en los términos previstos en el ar-
tículo 42 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. En este mismo sentido se pronuncian el artículo 23.5
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Sub-
venciones, y el artículo 11.4 del Decreto 254/2001, de 20
de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el
que se regulan los procedimientos para la concesión de sub-
venciones y ayudas públicas por la Administración de la Junta
de Andalucía y sus Organismos Autónomos y su régimen
jurídico.

Tercero. El artículo 42.1 de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, con respecto a la obligación de resolver
establece que la Administración está obligada a dictar reso-
lución expresa en todos los procedimientos y a notificarla cual-
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quiera que sea su forma de iniciación. En los casos como
el que nos ocupa de desistimiento de la solicitud consistirá
en la declaración de la circunstancia que concurra en cada
caso, con indicación de los hechos producidos y las normas
aplicables.

Cuarto. El artículo 59.6.b) de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, dispone la publicación de los actos
integrantes de un procedimiento selectivo o de concurrencia
competitiva de cualquier tipo.

Quinto. La persona titular de la Consejería de Medio
Ambiente de la Junta de Andalucía es competente para dictar
el presente acto en atención al artículo 8.1 de la Orden de
1 de abril de 2005.

A la vista de lo expuesto anteriormente

R E S U E L V O

Primero. Declarar desistidas de su petición a las entidades
y asociaciones indicadas en el Anexo de esta Orden, al no
haber subsanado de la forma expresada en la Orden de 1
de abril de 2005, habiendo dado plazo para ello en la Reso-

lución de 28 de abril de 2006 de la Dirección General de
Educación Ambiental y Sostenibilidad de la Consejería de
Medio Ambiente.

Segundo. Ordenar la publicación de la presente Orden
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer en el plazo de dos meses, a partir
del día siguiente a su publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía, recurso contencioso-administrativo ante
la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 10, 14 y 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa o, potestativamente, recurso de reposición en el
plazo de un mes, a contar desde el día siguiente a su publi-
cación en el BOJA, de acuerdo con lo dispuesto en los ar-
tículos 107.1, 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 23 de agosto de 2006

FUENSANTA COVES BOTELLA
Consejera de Medio Ambiente
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RESOLUCION de 28 de agosto de 2006, de la
Dirección General de Educación Ambiental y Soste-
nibilidad, por la que se emplaza para información públi-
ca a todos aquellos interesados en el proyecto de Decre-
to por el que se crea el Registro General de Centros
de Educación Ambiental de Andalucía y se regulan
las condiciones de inscripción.

El Decreto 206/2004, de 11 de mayo, por el que se
establece la estructura orgánica de la Consejería de Medio
Ambiente, en su artículo 1.ºj) otorga a la misma la «progra-
mación, promoción y fomento de actividades de educación
ambiental». Concretamente en su artículo 13 establece las
funciones de la Dirección General de Educación Ambiental
y Sostenibilidad, entre otras, la de «programación, promoción
y fomento de actividades de educación ambiental, con la fina-
lidad de promover un mejor conocimiento del medio ambiente,
la adopción de actitudes conscientes y responsables para su
conservación y mejora, una sensibilización de la ciudadanía
que redunde en incentivar la participación ciudadana en todo
lo referido al medio ambiente y la garantía de la integración
del uso social, productivo y recreativo de los recursos naturales,
sin perjuicio de la competencias de otros centros directivos»
y «la programación, fomento y desarrollo de acciones de sen-
sibilización ambiental en la Comunidad Autónoma».

Las Consejerías de Medio Ambiente y de Educación de
la Junta de Andalucía presentaron la Estrategia Andaluza de
Educación Ambiental, que persigue promover la educación
y la participación en la conservación de los recursos naturales
y en la mejora de la calidad ambiental y calidad de vida en
Andalucía, desde la construcción de un modelo de sociedad
más sostenible, solidario y proambiental, en el cual han par-
ticipado un número importante de personas expertas y repre-
sentantes de sectores tan diversos, como las Administraciones
Públicas, los centros educativos, las asociaciones, las empre-
sas, los sindicatos, los centros de educación ambiental, la
universidad y los medios de comunicación, pues no existe
un ámbito único desde donde trabajar hacia la sostenibilidad
y la equidad.

En el punto 5.8 dedicado a los «centros de educación
ambiental» dice: «Uno de los retos fundamentales en que
se encuentran los Centros de Educación Ambiental es el reco-
nocimiento legal por parte de la Administración, reconocimien-
to necesario por la importancia creciente del sector, tanto por
el número de puestos de trabajo creados, como por el movi-
miento económico que genera en las zonas, normalmente
deprimidas, donde están ubicados, por el importante número
de personas que lo utilizan -a los que habrá que garantizarles
unas adecuadas condiciones como consumidores- y por la


